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FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recur-
so, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 
26.2 j) de la Ley de la Administración de la Junta de Andalu-
cía, en relación con el Decreto del Presidente 10/2008, de 19 
de abril, sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 
191/2008, de 6 de mayo, por el que se aprueba la estructura 
orgánica de la Consejería de Gobernación.

Segundo. Del examen del expediente e informe emitido 
por el organismo competente se desprende que los hechos 
imputados no han quedado desvirtuados por el interesado que 
reproduce las alegaciones planteadas en el curso del proce-
dimiento y que fueron perfectamente rebatidas en la propues-
ta de Resolución y en la Resolución sancionadora, notificadas 
legalmente al recurrente. Estudiadas nuevamente las mismas, 
ratificamos y hacemos nuestras las argumentaciones refle-
jadas en el procedimiento sancionador y que no duplicamos 
nuevamente al ser conocidas por el interesado.

Todas las alegaciones que el recurrente formula en su re-
curso de alzada no se relacionan con elementos nuevos que 
no se hayan contemplado ya en el procedimiento. Por tanto, 
y una vez estudiado el presente recurso, sus alegaciones y el 
procedimiento sancionador debemos concluir que ninguna de 
las alegaciones vertidas por el recurrente exonera la responsa-
bilidad infractora.

En suma, en aras al principio de economía procesal y 
para evitar innecesarias repeticiones nos remitimos íntegra-
mente a los distintos razonamientos y considerandos que se 
han vertido en los sucesivos trámites del procedimiento ad-
ministrativo en tanto y en cuanto, el recurso administrativo, 
en cuanto medio de impugnación dirigido a la revocación o 
reforma de las Resoluciones administrativas, debe consistir 
en una razonada crítica de la motivación contenida en el 
acto recurrido, de manera que no es admisible la mera rei-
teración o reproducción de aquellas manifestaciones que el 
interesado realizó en el trámite de alegaciones, por cuanto 
éstas ya fueron contestadas y rebatidas acertadamente en 
la Resolución que puso fin al procedimiento. En este sentido 
se pronuncia la Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de no-
viembre de 1990.

Tercero. No obstante lo anterior resaltar que, la sanción 
propuesta ha de considerarse adecuada, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 13/2003 y en relación 
con la gravedad de los hechos imputados en tanto y en cuanto 
toda sanción debe ser determinada en congruencia con la en-
tidad de la infracción cometida y de conformidad con el princi-
pio de proporcionalidad que rige toda actuación administrativa 
(artículo 131 de Ley 30/1992), debiendo preverse que el pago 
de la sanción no resulte más beneficioso para el infractor que 
el cumplimiento de la norma infringida.

Con base en el art. 89.5 de la Ley 30/1992, a cuyo te-
nor: “La aceptación de informes o dictámenes servirá de mo-
tivación a la Resolución cuando se incorporen al texto de la 
misma”, se reproduce a continuación parte del informe emiti-
do el día 29 de agosto de 2007, evacuado conforme al artícu-
lo 114.2 del mismo cuerpo legal y que manifiesta “... Para la 
fijación de la cuantía de las sanciones se han tenido en cuenta 
las circunstancias denunciadas en la hoja de reclamación que 
dio origen al expediente, y la circunstancia de producirse las 
infracciones sobre consumidores que se hallan en una situa-
ción particularmente vulnerable por la ubicación del estable-
cimiento dentro de un centro hospitalario (enfermos o familia-
res de enfermos en su mayoría)...”.

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 80.1.3.º 
de la Ley 13/2003, a cuyo tenor: “A efectos de graduación 
de la sanción de multa, en función de su gravedad, ésta se 
dividirá en dos tramos, inferior y superior, de igual extensión. 
Sobre esta base se observarán, según las circunstancias que 
concurran, las siguientes reglas: ...3.º Si no concurren circuns-
tancias atenuantes ni agravantes (como ocurre en el presente 
supuesto), el órgano sancionador, en atención a todas aquellas 
otras circunstancias de la infracción, individualizará la sanción 
dentro de la mitad inferior...”, por lo que el importe de la san-
ción propuesta se encuentra dentro del margen de discrecio-
nalidad que la norma permite, estando además dicho importe 
más cerca del límite inferior que del máximo permitido para 
las infracciones leves. En suma, procede la cuantía de la san-
ción impuesta en la Resolución impugnada que se entiende 
dictada de acuerdo con la normativa vigente.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don An-
tonio Fernández Santoyo, en representación de la entidad Be-
caran Granada, S.L.U., contra la Resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada recaída en el 
expediente número 18-000046/07-P (SL/RM/2007-55-1003), 
y en consecuencia mantener en sus propios términos la reso-
lución impugnada.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña».

 
Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de diciembre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 4 de diciembre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la Re-
solución adoptada al recurso de alzada interpuesto por 
don Joaquín García Díaz, recaída en el expediente 18-
000237-07-P. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común e intentada sin efecto la notificación personal al re-
currente Joaquín García Díaz de la Resolución adoptada por 
el Secretario General Técnico, al recurso administrativo inter-
puesto, contra la dictada por la Delegada del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Granada, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), 
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 14 de octubre de 2008
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes antecedentes
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Primero. La Delegada del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Granada dictó la Resolución de referencia, por la que se 
le impone una sanción de 2.500 euros, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por los siguientes hechos detec-
tados en el momento de la inspección:

- No se indican los gramos de jamón, queso, salchichón.
- No se indica si el IVA va o no incluido en el precio.
- No se expiden tiques o facturas.
- No presenta libro de reclamaciones.
- No exhibe cartel anunciador del libro de reclamaciones.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la Resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Que el acta de inspección no se notificó a él, sino a otra 
persona, motivo por el que no alegó.

- Que todas las infracciones imputadas las tiene ya regu-
larizadas, sin que jamás se haya recibido quejas de ningún 
consumidor.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común dispone que “los 
hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce 
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento 
público observando los requisitos legales pertinentes tendrán 
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar 
los propios administrados”. 

De otra parte el Tribunal Supremo en su Sentencia de fe-
cha 23 abril 1994 tiene manifestado que:

“Según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo 
(Sentencias de 14 de mayo y 24 de noviembre de 1984 y 28 
de enero, 12 de febrero y 4 de junio de 1986) y del Tribunal 
Constitucional (Sentencia de 8 de junio de 1981) principios 
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos 
matices, al derecho administrativo sancionador, dado que am-
bos son manifestaciones del ordenamiento punitivo y del ‘ius 
puniendi’ del Estado y de las demás Administraciones Públi-
cas, de tal modo que los principios esenciales reflejados en 
los arts. 24 y 25 de la Constitución han de ser transvasados 
a la actividad sancionadora de la Administración en la medida 
necesaria para preservar los valores fundamentales que se 
encuentran en la base de los mentados preceptos y alcanzar 
la seguridad jurídica preconizada en el art. 9 del mismo Texto 
y, entre dichos principios, ha de destacarse el de presunción 
de inocencia, recogido en el art. 24 de la Constitución, que, 
configurado como una presunción ‘iuris tantum’, susceptible, 
como tal, de ser desvirtuada por prueba en contrario, consti-
tuye un verdadero derecho fundamental, inserto en la parte 
dogmática de la Constitución, que vincula a todos los poderes 
públicos (art. 53 del Texto Constitucional) y, esencialmente, a 
la Administración, con más razón cuando ejercita su potestad 

sancionadora. Por otra parte, esta actividad sancionadora de 
la Administración está también sometida al principio de lega-
lidad que debe informar toda la actividad administrativa. Es 
decir, el derecho administrativo sancionador está sujeto a dos 
presunciones, de un lado, a la de inocencia y, de otro, a la de 
legalidad de la actuación administrativa, concreción de la cual 
es la presunción de veracidad recogida en el art. 17.3 del Real 
Decreto 1945/1983, de 22 junio, que regula las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y en la pro-
ducción agroalimentaria, el cual dispone que ‘los hechos que 
figuren recogidos en las actas de inspección se presumirán 
ciertos, salvo que del conjunto de las pruebas que se prac-
tiquen, resulte concluyente lo contrario’. Es decir, el artículo 
transcrito se limita a alterar la carga de la prueba de tal ma-
nera que es el administrado sujeto al expediente sancionador 
a quien corresponde probar la falta de certeza de los hechos 
que el Inspector ha constatado en el acta y que han sido perci-
bidos por él de forma directa”.

O como la Sentencia núm. 495/1996 del Tribunal Supe-
rior de Justicia Baleares (Sala de lo Contencioso-Administrati-
vo), de 18 septiembre, recaída en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 1500/1994, puso de manifiesto: “El Acta es 
documento público autorizado por empleado público compe-
tente que hace prueba del hecho que motiva su otorgamiento 
y de la fecha del mismo -arts. 1216 y 1218 del Código Civil. 

Por tanto, el Acta es un medio de prueba más, pero no 
goza de presunción de certeza o veracidad. Así resulta de lo 
previsto en el art. 137.3 de la Ley 30/1992, de tal modo que la 
Administración no queda relevada de la obligación de aportar 
el correspondiente material probatorio de cargo. No siendo el 
Acta medio de prueba preferente cabe que prevalezca contra 
ella cualquier otra prueba.

De las Actas originadoras del expediente administrativo, 
levantadas a presencia de la actora y de las que recibió copia, 
destacan las infracciones e irregularidades detectadas, sin 
que contra las mismas la recurrente haya practicado prueba 
alguna, por lo que resulta claro que el principio de presun-
ción de inocencia fue destruido por las Actas mencionadas. 
En consecuencia procede la desestimación del recurso habida 
cuenta la perfecta adecuación a derecho de las Resoluciones 
recurridas”.

O como el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 2 de Córdoba ha tenido ocasión de pronunciar, en el 
recurso núm. 689/04: “(...) Así pues entra en juego la inver-
sión de carga de la prueba que exige al afectado por el acta 
demostrar la inexactitud de la misma (Sentencia de 20 y 24 de 
abril de 1992, 17 de abril y 19 de junio de 1998), ya que “el 
acta constituye por sí misma un documento de valor probato-
rio privilegiado por expresa disposición legal, cuando ha sido 
válidamente emitida” Sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expe-
diente administrativo (...) hacen desaparecer la presunción 
de inocencia, estando pormenorizada en cuanto a los datos 
que refleja”.

Las notificaciones realizadas lo han sido en debida forma, 
conforme al artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

De otra parte, no prueba su manifestación de haber sub-
sanado las deficiencias observadas, por lo que no puede ser 
tenida en cuenta.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, resuelvo:

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por Joaquín 
García Díaz contra la resolución del Delegada del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Granada, de fecha referenciada, en 
consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña».
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Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de diciembre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 4 de diciembre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la Re-
solución adoptada al recurso de alzada interpuesto por 
don Francisco Javier Gómez Hernández, recaída en el 
expediente S-AR-GR-000158-06.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal 
a don Francisco Javier Gómez Hernández, en nombre y re-
presentación de Sutripool, S.L., de la Resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo 
interpuesto, contra la dictada por la Delegada del Gobierno 
de la Junta de Andalucía en Granada, por la presente se 
procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 31 de octubre de 2008.
Visto el expediente tramitado y el escrito de interposición 

del recurso, se establecen los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. En fecha 16 de enero de 2007, por la Dele-
gación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada 
se resuelve imponer a la sociedad mercantil Sutripool, S.L., 
titular del establecimiento público denominado «Café-Bar 
Desafinado», sito en C/ Almona de San Juan de Dios, núm. 
15, de Granada, la sanción de multa por importe de treinta 
mil cincuenta euros con sesenta y un céntimos (30.050,61 
euros), como responsable de la infracción administrativa de 
carácter muy grave tipificada en el artículo 19.12 de la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas.

Segundo. Contra la anterior Resolución, don Francisco Ja-
vier Gómez Hernández, en nombre y representación de la so-
ciedad mercantil Sutripool, S.L., interpone recurso de alzada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Corresponde a la Consejera de Gobernación 
el conocimiento y resolución del recurso de alzada inter-
puesto, de acuerdo con los artículos 107.1 y 114 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, en relación con el artículo 26.2.j) de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía. Por Orden de 30 de junio de 2004 se delega 
en la Secretaria General Técnica la resolución de los recur-
sos administrativos. 

Segundo. De conformidad con los artículos 31, 32 y 115 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, el recurso ha sido interpuesto en nombre y 
representación de quien es titular de un interés directo que le 
confiere legitimación activa y cumpliendo los requisitos forma-
les legalmente exigidos. 

Tercero. El objeto del presente recurso es la Resolución 
de 16 de enero de 2007, de la Delegación del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Granada, que impone a la sociedad 
mercantil Sutripool, S.L., la sanción de multa por impor-
te de 30.050,61 euros, al considerar como hecho probado 
que, según acta de denuncia de la Policía Local de Grana-
da, de 16 de diciembre de 2005, el establecimiento público 
de su titularidad denominado «Café-Bar Desafinado», sito 
en C/ Almona de San Juan de Dios, núm. 15, de Granada, 
carece de seguro de responsabilidad civil; circunstancia que 
constituye la infracción administrativa de carácter muy gra-
ve tipificada en el artículo 19.12, en relación con el artículo 
14.c) y la disposición transitoria primera, de la Ley 13/1999, 
de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas.

Frente a la Resolución sancionadora, la entidad intere-
sada alega, en obligada síntesis, que a la fecha de la ins-
pección disponía del seguro de responsabilidad civil, cuya 
copia adjunta.

El recurso debe ser estimado. La razón social interesa-
da aporta junto con su escrito de recurso copia de la póliza 
de seguro de responsabilidad civil núm. G3-K00-0000160, 
suscrita con la compañía de seguros Helvetia, con efectos 
desde el 15 de octubre a 2005 hasta el 15 de octubre de 
2006 y renovación automática, que es conforme al Decreto 
109/2005, de 26 de abril, por el que se regulan los requi-
sitos de los contratos de seguro obligatorio de responsabili-
dad civil en materia de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas. En este mismo sentido, esto es, en el de esti-
mar el recurso, se pronuncia el Informe de 3 de octubre de 
2007, del Servicio de Juegos y Espectáculos Públicos de la 
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Gra-
nada, emitido con ocasión de la interposición del presen-
te recurso de alzada, en cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

En su consecuencia, vistos la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas; el Decreto 165/2003, de 17 de ju-
nio, por el que se aprueba el Reglamento de Inspección, 
Control y Régimen Sancionador de Espectáculos Públicos 
y Actividades Recreativas de Andalucía; y demás normativa 
aplicable,

                              R E S U E L V O 

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Francis-
co Javier Gómez Hernández, en nombre y representación de la 
sociedad mercantil Sutripool, S.L., contra la Resolución de 16 
de enero de 2007, de la Delegación del Gobierno de la Junta 
de Andalucía en Granada, por la que se resuelve el expediente 
sancionador GR-158/06-AR, dejando sin efectos la Resolución 
impugnada.

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña».

 
Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-

nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-admi-


